
Capítulo Diecinueve 

  

Medio ambiente 

Objetivos 

Los objetivos de este Capítulo son contribuir a los esfuerzos de las Partes de asegurar que las 
políticas comerciales y ambientales se apoyen mutuamente y colaborar en la promoción de la utilización 
óptima de los recursos de acuerdo con el objetivo del desarrollo sostenible ; y esforzarse por fortalecer los 
vínculos entre las políticas y prácticas comerciales y ambientales de las Partes con el fin de promover los 
objetivos de fomento comercial del Tratado, incluyendo la promoción de medidas no discriminatorias, evitando 
obstáculos encubiertos al comercio y eliminando distorsiones al comercio cuando el resultado pueda 
traducirse en beneficios directos tanto para el comercio como para el medio ambiente. 

Artículo 19.1: Niveles de protección 

Reconociendo el derecho de cada Parte de establecer, internamente, sus propios niveles de 
protección ambiental y sus políticas y prioridades de desarrollo ambiental, así como de adoptar o modificar, 
consecuentemente, su legislación ambiental, cada Parte garantizará que sus leyes establezcan altos niveles 
de protección ambiental y se esforzará por perfeccionar dichas leyes. 

Artículo 19.2: Fiscalización de la legislación ambiental 

1. 

(a) Una Parte no dejará de aplicar efectivamente su legislación ambiental, a través de un curso de acción o 
inacción sostenido o recurrente, de una manera que afecte al comercio entre las Partes, después de la fecha 
de entrada en vigor de este Tratado. 

(b) Las Partes reconocen que cada Parte mantiene el derecho a ejercer su discrecionalidad respecto de 
asuntos indagatorios, de acciones ante tribunales, de regulación y de observancia de las normas, y de tomar 
decisiones relativas a la asignación de recursos destinados a la fiscalización de otros asuntos ambientales a 
los que se haya asignado una mayor prioridad. En consecuencia, las Partes entienden que una Parte está 
cumpliendo con el subpárrafo (a), cuando un curso de acción o inacción refleje un ejercicio razonable de tal 
discrecionalidad, o derive de una decisión adoptada de buena fe respecto de la asignación de recursos. 

2. Las Partes reconocen que es inapropiado promover el comercio o la inversión mediante el debilitamiento o 
reducción de la protección contemplada en su legislación ambiental interna. En consecuencia, cada Parte 
procurará asegurar que no dejará sin efecto o derogará, ni ofrecerá dejar sin efecto o derogar dicha legislación 
de una manera que debilite o reduzca la protección otorgada por aquella legislación, como una forma de 
incentivar el comercio con la otra Parte, o como un incentivo para el establecimiento, adquisición, expansión o 
retención de una inversión en su territorio. 

3. Ninguna disposición de este Capítulo se interpretará en el sentido de facultar a las autoridades de una 
Parte para realizar actividades orientadas a hacer cumplir la legislación medio ambiental en el territorio de la 
otra Parte. 

Artículo 19.3: Consejo de Asuntos Ambientales 

1. Las Partes establecen un Consejo de Asuntos Ambientales, compuesto por representantes de las Partes de 
nivel ministerial o representantes equivalentes, o por quienes éstos designen. El Consejo se reunirá una vez al 
año, o más a menudo si las Partes lo acuerdan, para discutir acerca de la implementación de este Capítulo y 
de los progresos alcanzados de conformidad con el mismo. Cada reunión del Consejo incluirá una sesión 
pública, a menos que las Partes acuerden lo contrario. 



2. Con el propósito de compartir enfoques innovadores para tratar asuntos ambientales de interés público, el 
Consejo asegurará que exista un proceso para promover la participación pública en su labor, que incluya la 
participación del público en la elaboración de las agendas de las reuniones del Consejo, así como el diálogo 
con el público acerca de estos asuntos. 

3. El Consejo buscará oportunidades adecuadas para que el público participe en el desarrollo e 
implementación de actividades de cooperación medio ambiental, incluso a través del Acuerdo de Cooperación 
Ambiental entre Chile y Estados Unidos, tal como se establece en el Anexo 19.3. 

4. Todas las decisiones del Consejo serán tomadas de mutuo acuerdo y se harán públicas, a menos que el 
Consejo decida de otra manera, o que el Tratado disponga otra cosa. 

Artículo 19.4: Oportunidades para la participación pública 

1. Cada Parte establecerá disposiciones para la recepción y consideración de las comunicaciones del público 
relacionadas con este Capítulo. Cada Parte pondrá, sin demora, a disposición de la otra Parte y del público, 
todas las comunicaciones que reciba, y las revisará y responderá de acuerdo con sus procedimientos 
internos. 

2. Cada Parte se esforzará al máximo por responder favorablemente a las solicitudes de celebrar consultas 
que efectúen personas u organizaciones en su territorio, en relación con la implementación de este Capítulo. 

3. Cada Parte podrá convocar un comité consultivo nacional o un comité consultivo asesor, integrados por el 
público, incluyendo representantes de organizaciones empresariales y ambientales, y otras personas, o 
consultar uno ya existente, para que les orienten en la implementación de este Capítulo. 

Artículo 19.5: Cooperación ambiental 

1. Las Partes reconocen la importancia de fortalecer la capacidad de proteger el medio ambiente y de 
promover el desarrollo sostenible junto con el fortalecimiento de las relaciones comerciales y de inversión 
entre ellas. Las Partes acuerdan emprender actividades de cooperación ambiental, en particular por medio de: 

(a) impulsar, a través de los ministerios u organismos pertinentes, proyectos de cooperación específicos que 
las Partes han identificado y establecido en el Anexo 19.3; y 

(b) negociar sin demora un Acuerdo de Cooperación Ambiental entre Estados Unidos y Chile para establecer 
las prioridades de las actividades adicionales de cooperación ambiental, tal como se detalla en el Anexo 19.3, 

al mismo tiempo que se reconoce la importancia de la cooperación ambiental desarrollada fuera del ámbito de 
este Tratado. 

2. Cada Parte tomará en cuenta los comentarios y recomendaciones que reciba del público en cuanto a las 
actividades de cooperación ambiental, que las Partes emprendan en virtud de este Capítulo. 

3. Las Partes deberán, según lo estimen apropiado, compartir información acerca de sus experiencias en la 
evaluación y consideración de los efectos ambientales positivos o negativos de los acuerdos internacionales y 
políticas comerciales. 

Artículo 19.6: Consultas ambientales 

1. Una Parte podrá solicitar la realización de consultas con la otra Parte respecto de cualquier asunto que 
surja de conformidad con este Capítulo mediante la entrega de una solicitud escrita a la otra Parte. 

2. Las Partes iniciarán las consultas sin demora, una vez entregada la solicitud. La Parte solicitante 
proporcionará información específica y suficiente en su solicitud, para que la otra Parte responda. 



3. Las Partes realizarán todos los esfuerzos para alcanzar una solución mutuamente satisfactoria del asunto y 
podrán requerir asesoría o asistencia de cualquier persona u organismo que estimen apropiado con el fin de 
examinar plenamente el asunto de que se trate. 

4. Si las Partes no logran resolver el asunto a través de consultas, cualquiera de ellas podrá solicitar que el 
Consejo sea convocado para examinar el asunto, para lo cual entregará una solicitud escrita a la otra Parte. 

5. El Consejo será convocado sin demora y procurará resolver el asunto recurriendo, cuando corresponda, a 
consultas con expertos de gobierno o externos y a procedimientos tales como buenos oficios, conciliación o 
mediación. 

6. Si el asunto se refiere a si una Parte está cumpliendo con sus obligaciones de conformidad con el artículo 
19.2(1)(a), y las Partes no han logrado resolverlo dentro de 60 días siguientes a la entrega de una solicitud de 
consultas conforme al párrafo 1, la Parte requirente podrá solicitar la realización de consultas en virtud del 
artículo 22.4 (Consultas), o una reunión de la Comisión en virtud del artículo 22.5 (Comisión - buenos oficios, 
conciliación y mediación) y, según lo dispuesto en el Capítulo Veintidós (Solución de controversias), recurrir 
en lo sucesivo a las otras disposiciones de ese Capítulo. 

7. El Consejo podrá, cuando corresponda, proporcionar información a la Comisión relativa a cualquier consulta 
celebrada sobre el asunto. 

8. Ninguna Parte podrá recurrir al procedimiento de solución de controversias conforme a este Tratado, por 
ningún asunto que surja en relación con lo dispuesto en este Capítulo, salvo respecto al artículo 19.2(1)(a). 

9. Ninguna Parte podrá recurrir al procedimiento de solución de controversias conforme a este Tratado, por un 
asunto que surja en relación con el artículo 19.2(1)(a) sin haber intentado previamente resolverlo de acuerdo 
con este artículo. 

10. En los casos en que las Partes acuerden que un asunto que surja en relación con lo dispuesto en este 
Capítulo, resulta más adecuadamente cubierto por otro acuerdo internacional del cual las Partes son parte, 
deberán derivar el asunto para tomar las medidas pertinentes de acuerdo con ese acuerdo internacional. 

Artículo 19.7: Lista de árbitros ambientales 

1. Las Partes establecerán, dentro de los seis meses siguientes a la fecha de entrada en vigor de este 
Tratado, y mantendrán una lista de al menos 12 individuos que cuenten con las aptitudes y la disposición 
necesarias para desempeñarse como árbitros en controversias que surjan de conformidad con el artículo 
19.2(1)(a). A menos que las Partes acuerden otra cosa, cuatro integrantes de la lista serán seleccionados de 
entre individuos que no sean nacionales de las Partes. Los integrantes de la lista de árbitros ambientales 
serán designados de común acuerdo por las Partes, y podrán ser redesignados. Una vez establecida la lista 
de árbitros, ésta permanecerá vigente por un mínimo de tres años, y seguirá en vigor hasta que las Partes 
constituyan una nueva lista. 

2. Los integrantes de la lista deberán: 

(a) tener conocimientos especializados o experiencia en derecho ambiental o en su fiscalización, en comercio 
internacional, o en solución de controversias derivadas de acuerdos comerciales internacionales; 

(b) ser elegidos estrictamente en función de su objetividad, confiabilidad y buen juicio; 

(c) ser independientes, no estar vinculados con cualquiera de las Partes y no recibir instrucciones de las 
mismas; y 

(d) cumplir con el código de conducta que establezca la Comisión. 

3. Cuando una Parte reclame que una controversia surge conforme artículo 19.2(1)(a), se aplicará el artículo 
22.9 (Constitución del grupo arbitral), salvo que: 



(a) cuando las Partes así lo acuerden, el grupo arbitral estará integrado exclusivamente por árbitros que 
reúnan los requisitos del párrafo 2; y 

(b) si las Partes no llegan a acuerdo, cada Parte podrá elegir a los que reúnan los requisitos señalados en el 
párrafo 2 o en el artículo 22.8 (Cualidades de los árbitros). 

Artículo 19.8: Reglas de procedimiento 

1. Cada Parte garantizará que los procedimientos judiciales, cuasijudiciales o administrativos, se encuentren 
disponibles, de conformidad con su derecho interno, para sancionar o reparar las infracciones a su legislación 
ambiental: 

(a) dichos procedimientos serán justos, equitativos y transparentes y, para este fin deberán cumplir con el 
principio del debido proceso y estar abiertos al público (salvo que la administración de justicia requiera otra 
cosa); 

(b) cada Parte establecerá sanciones y reparaciones apropiadas y eficaces para las infracciones de su 
legislación ambiental, que: 

(i) tomarán en consideración la naturaleza y la gravedad de la infracción, como también cualquier beneficio 
económico obtenido por el infractor, su condición económica y otros factores pertinentes; y 

(ii) podrán incluir acuerdos de cumplimiento, penas, multas, encarcelamiento, mandamientos judiciales, cierre 
de instalaciones y el costo de contener o limpiar la contaminación. 

2. Cada Parte garantizará que las personas interesadas puedan solicitar a sus autoridades competentes, que 
investiguen supuestas infracciones de la legislación ambiental y le den debida consideración a tales 
solicitudes de acuerdo con su legislación. 

3. Cada Parte garantizará que las personas con un interés jurídicamente reconocido conforme a su derecho 
interno sobre un determinado asunto, tengan adecuado acceso a los procedimientos judiciales, cuasijudiciales 
o administrativos, con el fin de dar cumplimiento a la legislación ambiental de esa Parte. 

4. Cada Parte otorgará a las personas derechos eficaces y adecuados de acceso a reparaciones de acuerdo 
con su legislación, los cuales podrán incluir el derecho a: 

(a) demandar por daños a otra persona bajo la jurisdicción de esa Parte, de conformidad con la legislación 
ambiental de esa Parte; 

(b) solicitar sanciones o medidas de reparación, tales como sanciones pecuniarias, clausuras de emergencia u 
órdenes judiciales destinadas a mitigar las consecuencias de las infracciones de su legislación ambiental; 

(c) solicitar a las autoridades competentes que adopten acciones adecuadas para el cumplimiento de la 
legislación ambiental de la Parte, con el fin de proteger y evitar el daño al medio ambiente; o 

(d) solicitar mandamientos judiciales inhibitorios en casos en que una persona sufra o pueda sufrir pérdidas, 
daños o perjuicios como resultado de la conducta de otra persona, que se encuentre bajo la jurisdicción de 
esa Parte, que sea contraria a la legislación ambiental de esa Parte o se trate de una conducta agraviante que 
dañe la salud humana o el medio ambiente. 

Artículo 19.9: Relación con los acuerdos ambientales 

Las Partes reconocen la importancia de los acuerdos multilaterales sobre el medio ambiente, incluido 
el uso apropiado de medidas comerciales contempladas en tales acuerdos, destinadas a lograr objetivos 
ambientales específicos. Reconociendo que en el párrafo 31(i) de la Declaración Ministerial, adoptada en 
Doha, el 14 de noviembre de 2001, los Miembros de la OMC han acordado efectuar negociaciones sobre la 
relación que existe entre las normas vigentes de la OMC y las obligaciones comerciales específicas 



establecidas en los acuerdos multilaterales sobre el medio ambiente, las Partes se consultarán en qué medida 
los resultados de las negociaciones son aplicables a este Tratado. 

Artículo 19.10: Principios de gestión empresarial 

Reconociendo los beneficios sustanciales que trae consigo el comercio internacional y la inversión, 
como también las oportunidades para que las empresas implementen políticas de desarrollo sostenible que 
persigan la coherencia entre los objetivos sociales, económicos y ambientales, cada Parte debería alentar a 
las empresas que operan dentro de su territorio o jurisdicción, a que incorporen, voluntariamente, principios 
sólidos de gestión empresarial en sus políticas internas, tales como los principios o acuerdos que han sido 
reconocidos por ambas Partes. 

Artículo 19.11: Definiciones 

Para los efectos de este Capítulo: 

legislación ambiental significa cualquier ley o regulación de una Parte, o disposiciones de las mismas, cuyo 

propósito principal sea la protección del medio ambiente o la prevención de algún peligro contra la vida o 
salud humanas, mediante: 

(a) la prevención, reducción o control de una fuga, descarga o emisión de contaminantes ambientales; 

(b) el control de sustancias o productos químicos, otras sustancias, materiales o desechos tóxicos o 
peligrosos para el medio ambiente, y la difusión de información relacionada con ello; o 

(c) la protección o conservación de la flora y fauna silvestres, incluso las especies en peligro de extinción, su 
hábitat y las áreas naturales bajo protección especial, 

en el territorio de la Parte, pero no incluye ninguna ley o regulación, o disposición de las mismas, relacionada 
directamente con la salud o la seguridad en el trabajo. 

Para mayor certeza, legislación ambiental no incluye ninguna ley o regulación, ni disposición de las mismas, 

cuyo propósito principal sea la administración de la recolección o explotación comercial de los recursos 
naturales, o la recolección o extracción de recursos naturales con propósitos de subsistencia o efectuada por 
poblaciones indígenas. 

Para efectos de la definición de “legislación ambiental”, el propósito principal de una determinada disposición 
legal o regulatoria se determinará en referencia a su propósito principal y no por el de la ley o regulación de 
que forma parte. 

Para los Estados Unidos, ley o regulación significa una ley del Congreso o una regulación promulgada en 

virtud de una ley del Congreso fiscalizable por la acción del gobierno federal. 

Para Estados Unidos, territorio significa su territorio, tal como se establece en el Anexo 2.1, como también 

otras áreas respecto de las cuales ejerce soberanía, derechos soberanos o jurisdicción. 

  

Anexo 19.3: 

Cooperación ambiental  

 

http://www.sice.oas.org/Trade/chiusa_s/Anexos/Anex19.3.pdf
http://www.sice.oas.org/Trade/chiusa_s/Anexos/Anex19.3.pdf

